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 15.896/08. Anuncio de la Subdirección General de 
Recursos sobre notificación de la resolución re-
caída en el recurso administrativo 00734/01.

Al no haberse podido practicar la notificación perso-
nal al interesados conforme dispone el artículo 59.5 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, 
de 13 de enero, y en aplicación a lo dispuesto en el mis-
mo artículo, debe publicarse, a efectos de notificación, la 
resolución del recurso de fecha 28 de septiembre de 
2007, adoptada por el Secretario General de Transportes 
por delegación de la Ministra, en el expediente número 
00734/01.

«Examinado el recurso interpuesto por D. Federico 
Cervera Devesa, en nombre y representación de la enti-
dad mercantil «Eurolíneas Marítimas, S.A.L.», contra li-
quidaciones practicadas por la Autoridad Portuaria de 
Baleares en concepto de Tarifa T-3, (liquidaciones de 
2001 números del 3082 al 3169; del 916 al 1015; del 
2815 al 2833 y 48).

Antecedentes de hecho

Primero.–La recurrente alega la nulidad radical de las 
diferentes ordenes ministeriales sobre tarifas portuarias 
(Órdenes del Ministerio de Obras Públicas y Transportes 
de 17 de marzo de 1992 y 13 de abril de 1993; Órdenes 
del Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Medio 
Ambiente de 17 de enero de 1994, 19 de abril de 1995 y 
30 de enero de 1996 y Orden del Ministerio de Fomento 
de 30 de julio de 1998) por infracción del principio de 
jerarquía normativa, ya que entiende que las actividades 
cubiertas por las tarifas de referencia son prestaciones 
patrimoniales de carácter público, para las cuales se exi-
ge, según la interpretación de la Sentencia del Tribunal 
Constitucional 185/1995, de 14 de diciembre, y de con-
formidad con el artículo 31.3 de la Constitución Españo-
la, reserva de Ley.

Considera, en consecuencia, que las tarifas portuarias 
son obligaciones de pago unilaterales y coactivas, motivo 
por el cual no están siendo reguladas por normas con el 
rango adecuado.

Segundo.–El recurso ha sido informado por el Ente 
Público Puertos del Estado.

Fundamentos de Derecho

Primero.–Como quiera que las liquidaciones impug-
nadas de la Autoridad Portuaria de Baleares números del 
916 al 966, y del 979 al 1015 fueron notificadas y abona-
das por la entidad Iscomar, S.A., y por Trasmediterránea, 
S.A., respectivamente, no habiendo acreditado la entidad 
recurrente, Eurolíneas Marítimas, S.A., la concurrencia 
de interés, que, de acuerdo con el artículo 107.1 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, la legitime para la interposición del 
presente recurso ni alegado ni acreditado actuar en repre-
sentación de otros interesados, procede declarar la inad-
misión del recurso considerado en lo que se refiere a las 
liquidaciones números del 916 al 966, y del 979 al 1015 
de la Autoridad Portuaria de Baleares.

Segundo.–En lo que se refiere al resto de las liquida-
ciones de la Autoridad Portuaria de Baleares proceden 
ser admitidas y entrar en el fondo del recurso.

La recurrente fundamenta su recurso en la nulidad de 
las ordenes ministeriales sobre tarifas portuarias, en ra-
zón a la estructura tarifaria contenida en las mismas por 
suponer, a su decir, una tasa encubierta, con vulneración 
del principio de reserva de Ley no tratándose, según su 
criterio, del pago de precios privados por servicios por-
tuarios.

A ese fin, se apoya en el art. 107.3 párrafo 2.º de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, entendiendo que se les 
están exigiendo prestaciones coactivas por lo que acuden 
a la figura del recurso «per saltum» recurriendo ante el 
Ministro, en razón a la, a su entender, ilegalidad de las 
citadas Ordenes Ministeriales.

Ha de darse la razón a la recurrente en este extremo 
pues en efecto la Sentencia del Tribunal Constitucional 
de 20 de abril viene a reconocer que «las tarifas por los 
denominados servicios públicos portuarios constituyen 
prestaciones de carácter público en el sentido del art. 
31.3 CE que, en cuanto tales, quedan sometidas a reserva 

de Ley» precisando más adelante que «no cabe la menor 
duda que con independencia de la calificación que les 
otorga la Ley 27/1992, las llamadas tarifas por servicios 
portuarios constituyen prestaciones de carácter público 
de naturaleza tributaria. Y son tributos con independen-
cia de que los denominados servicios portuarios sean 
prestados por la Autoridad portuaria de forma directa o 
indirecta, tal como se desprende, en la actualidad, del 
párrafo segundo del art. 2.2.a) de la Ley 58/2003, de 17 
de diciembre, general tributaria que a los efectos de cali-
ficar a las prestaciones patrimoniales satisfechas por los 
ciudadanos a las Administraciones Públicas como tasas 
dispone que “se entenderá que los servicios se prestan o 
las actividades se realizan en régimen de derecho público 
cuando se llevan a cabo mediante cualquiera de las for-
mas previstas en la legislación administrativa para la 
gestión del servicio público y su titularidad corresponda 
a un ente público”». Concluye el Tribunal Constitucional 
que «la determinación en la ley de un límite máximo de 
la prestación de carácter público, o de los criterios para 
fijarlo, es absolutamente necesaria para respetar el prin-
cipio de reserva de ley. Esta determinación no aparece en 
el precepto cuestionado, que al señalar que será el Minis-
tro de Obras Públicas y Transportes el que establecerá los 
límites mínimos y máximos de las tarifas, traza un ámbi-
to de cuantificación que deja un amplísimo margen de 
libertad al mencionado órgano del poder ejecutivo, lo 
que implica una habilitación tan indeterminada que des-
borda los límites que para la colaboración reglamentaria 
derivan de las exigencias de la reserva de ley establecida 
en los arts. 31.3 y 133 CE».

Las consideraciones hasta aquí expuestas, contenidas 
en la STC de 20 de abril de 2005, y otras idénticas o 
análogas, contenidas en la posterior sentencia de 10 de 
mayo del mismo año, llevan al Tribunal Constitucional a 
declarar la inconstitucionalidad de los apartados 1 y 2 del 
artículo 70 de la Ley 27/1992 en su primitiva versión y 
del apartado 2 de dicho artículo y del párrafo primero del 
apartado 1 en cuanto a la expresión «precios privados» 
en la redacción que a dichos preceptos dio la ley 62/1997, 
de 26 de diciembre.

Es pues evidente que la vulneración del principio 
constitucional de reserva de ley predicable de los precep-
tos legales citados es un vicio que se traslada a las órde-
nes aquí consideradas que no son sino aplicación o ejecu-
ción de los mismos.

Tras las sentencias del Tribunal Constitucional de 
continua referencia la Sala 3.ª del Tribunal Supremo en 
sentencia de 20 de octubre de 2005, al desestimar el re-
curso de casación contra una sentencia de la Audiencia 
Nacional, desestimatoria a su vez de un recurso conten-
cioso-administrativo contra una liquidación de la Autori-
dad Portuaria de Santander por Tarifa T-3, concluye que 
la cobertura legal que proporcionaba a la orden ministe-
rial impugnada (Orden del Ministerio de Obras Públicas, 
Transportes y Medio Ambiente de 30 de enero de 1996) 
el artículo 70 de la Ley 27/1992, de 24 de noviembre ha 
desaparecido, al haber sido expulsado este precepto del 
Ordenamiento Jurídico por la sentencia del Tribunal 
Constitucional de 20 de abril de 2005. En todo ello se 
basa el Alto Tribunal para confirmar la previa anulación 
por la Audiencia Nacional de la liquidación impugnada.

Los criterios referidos son aplicados por el Tribunal 
Supremo en otras muchas sentencias análogas que con-
firman a su vez sentencias de la Audiencia Nacional 
anulatorias de liquidaciones de tarifas portuarias, por ser 
aplicación de algunas de las órdenes citadas en el antece-
dente de hecho primero de la presente resolución, que 
han quedado también sin cobertura legal como conse-
cuencia de las sentencias del Tribunal Constitucional de 
20 de abril de 2005 en unos casos y de la del 10 de mayo 
de 2005 en otros.

De acuerdo con lo hasta aquí expuesto, y trasladadas 
las consideraciones precedentes a las liquidaciones cues-
tionadas en el presente recurso, procede la anulación de 
las mismas, con la consiguiente devolución de sus impor-
tes a la parte recurrente.

Tercero.–No obstante la anulación de las liquidacio-
nes cuestionadas con la consiguiente devolución de sus 
importes a la parte recurrente no puede comportar que la 
Autoridad Portuaria se vea privada de la oportuna com-
pensación por unos servicios que efectivamente prestó. 
Ello produciría un enriquecimiento injusto de los usua-
rios de los servicios portuarios en detrimento de la men-
cionada Autoridad. Es este el fundamento en el que se 
basa el apartado 2 de la disposición adicional trigésima 

cuarta de la Ley 55/1999 de 29 de diciembre en la vigen-
te redacción dada este precepto por la disposición final 
segunda de la Ley 25/2006 de 17 de julio. En efecto la 
exposición de motivos de esta última Ley señala textual-
mente lo siguiente:

«La (disposición final) segunda modifica la disposi-
ción adicional trigésima cuarta de la Ley 55/1999, de 29 
de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del 
Orden Social, que se aprobó a fin de evitar el enriqueci-
miento injusto de los usuarios de los servicios e instala-
ciones portuarias, y que ahora se modifica para adaptarla 
a la doctrina del Tribunal Constitucional que ha procla-
mado que las llamadas «tarifas» por servicios portuarios 
constituyen prestaciones patrimoniales de carácter públi-
co de naturaleza tributaria.»

Con el referido fundamento el apartado 2 de la citada 
disposición adicional trigésima cuarta prevé la nueva li-
quidación de tarifas portuarias anuladas por sentencia 
firme, extendiendo en su penúltimo párrafo las previsio-
nes de nueva liquidación a los supuestos en que las tarifas 
sean anuladas mediante resolución administrativa. Con-
templa además la disposición citada la compensación que 
proceda por la cuantía del crédito correspondiente al 
deudor, pudiendo disminuirse en la nueva liquidación la 
cantidad previamente ingresada.

En consecuencia, una vez anuladas las liquidaciones 
impugnadas, la Autoridad Portuaria deberá proceder a la 
práctica de las correspondientes liquidaciones en los tér-
minos previstos en el apartado 2 de la disposición adicio-
nal trigésima cuarta de la Ley 55/1999, de 29 de diciem-
bre en la redacción dada este precepto por la disposición 
final segunda de la Ley 25/2006 de 17 de julio.

En su virtud,

Este Ministerio, de conformidad con la propuesta de 
la Subdirección General de Recursos, ha resuelto:

1.º Declarar la Inadmisión del recurso interpuesto 
por D. Federico Cervera Devesa, en nombre y represen-
tación de la entidad mercantil «Eurolíneas Marítimas, 
S.A.L, contra liquidaciones practicadas por la Autoridad 
Portuaria de Baleares en concepto de Tarifa T-3 (liquida-
ciones números del números del 916 al 966, y del 979 al 
1015).

2.º Estimar en parte el mismo recurso en lo que se 
refiere a la liquidaciones de 2001 números del 3082 al 
3169; del 967 al 977; del 2815 al 2833 y 48 practicadas 
por la Autoridad Portuaria de Baleares en concepto de 
Tarifa T-3, liquidaciones que se declaran nulas y sin 
efecto, debiendo proceder la Autoridad Portuaria citada a 
la práctica de nuevas liquidaciones en los términos espe-
cificados en el último párrafo del fundamento de derecho 
tercero de la presente resolución.

Contra la presente resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, cabe recurso contencioso-administrativo ante 
la Audiencia Nacional, en el plazo de dos meses, desde el 
día siguiente a su notificación.».

Madrid, 17 de marzo de 2008.–Subdirector General 
de Recursos, Isidoro Ruiz Girón. 

 15.904/08. Anuncio de la Demarcación de Carrete-
ras del Estado en Cantabria de Información Públi-
ca sobre el levantamiento de Actas Previas a la 
Ocupación de bienes y derechos afectados por las 
obras de los  proyectos que se citan:

Mejora Local. Actuaciones de tratamiento de Inter-
secciones en varias carreteras. N-621, N-623 y N-634.
P. K.: Varios. Tamos: Provincia de Cantabria. Clave del 
Proyecto: 39-S-5220. Términos municipales de Cabezón 
de la Sal, Piélagos y Val de San Vicente.

Mejora de trazado. N-623 de Burgos a Santander. 
P.K. 110,3 al 110,6. Tamo: Alceda-Entrambasmestas. 
Clave del Proyecto: 33-S-3790. Término municipal de 
Corvera de Toranzo.

Mejora local, corrección de deslizamiento en inestabi-
lidad de taludes. Carreteras A-8, N-623 y N-629. Clave 
del Proyecto: 39-S-4710. Término municipal de Ramales 
de la Victoria.

Seguridad vial. Conexión de Autovías A-67 y S-20. 
Carretera A-67 de Santander a Torrelavega. P.K. 4+630 
al 7+200. Tramo: Igollo de Camargo - Mompia. Clave 
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del Proyecto: 33-S-5120. Término municipal de Santa 
Cruz de Bezana.

Por Resoluciones de fechas 3 de septiembre para los 
dos primeros, 24 del mismo mes para el tercero y 19 de 
octubre de 2007 para el cuarto, se aprobaron los Proyec-
tos de construcción arriba indicados.

Es de aplicación la Ley 24/2001, de 27 de diciembre 
(Boletín Oficial del Estado de 31 de diciembre), a cuyo 
tenor se modifica el artículo 8 de la Ley de Carrete-
ras 25/1988, de 29 de julio, de forma que la aprobación 
de los proyectos de carreteras estatales implicará la de-
claración de utilidad pública y la necesidad de urgente 
ocupación, de los bienes afectados por la expropiación 
forzosa a que de lugar la construcción de la obra. La tra-
mitación del correspondiente expediente expropiatorio se 
ha de ajustar, por tanto, al procedimiento de urgencia 
previsto en los artículos 52 de la vigente Ley de Expro-
piación Forzosa, de 16 de diciembre de 1954 y concor-
dantes de su Reglamento de 26 de abril de 1957.

En consecuencia, esta Demarcación, haciendo uso de 
las facultades que le otorga el art. 98 de la LEF y aten-
diendo a lo señalado en las reglas 2.ª y 3.ª de su art. 52, ha 
resuelto convocar a los titulares que figuran en las rela-
ciones que se harán públicas en los diarios de Cantabria 
(«El Diario Montañés» y «Alerta») y que se encuentran 
expuestas en los tablones de anuncios de los Ayunta-
mientos de Cabezón de la Sal, Piélagos, Val de San Vi-
cente, Corvera de Toranzo, Ramales de la Victoria y 
Santa Cruz de Bezana, así como en el de esta Demarca-
ción de Carreteras del Estado en Cantabria, para que 
asistan al levantamiento de las Actas Previas a la Ocupa-
ción en el lugar, día y hora que a continuación se indica:

T.º Municipal: Cabezón de la Sal. Lugar: Ayunta-
miento de Cabezón de la Sal. Día 30 de abril de 2008, de 
11:00 a 11:15 horas.

T.º Municipal: Piélagos. Lugar: Ayuntamiento de 
Piélagos. Día 30 de abril de 2008, de 12:30 a 12:45 ho-
ras.

T.º Municipal: Val de San Vicente. Lugar: Ayunta-
miento de Val de San Vicente. Día 30 de abril de 2008, 
de 9:30 a 09:45 horas.

T.º Municipal: Corvera de Toranzo. Lugar: Ayunta-
miento de Corvera de Toranzo. Día 30 de abril de 2008, 
de 13:45 a 14:00 horas.

T.º Municipal: Ramales de la Victoria. Lugar: Ayun-
tamiento de Ramales de la Victoria. Día 30 de abril de 
2008, de 13:00 a 14:00 horas.

T.º Municipal: Santa Cruz de Bezana. Lugar: Ayunta-
miento de Santa Cruz de Bezana. Día 30 de abril de 2008, 
de 9:30 a 10:30 horas.

Además de los medios antes citados, se dará cuenta 
del señalamiento a los interesados, mediante citación in-
dividual y a través de la inserción del correspondiente 
anuncio en el «Boletín Oficial de Cantabria» y en el «Bo-
letín Oficial del Estado».

Esta última publicación, a tenor de lo dispuesto en el 
artículo 59.5 de la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrati-
vo Común, servirá como notificación a los posibles inte-
resados no identificados, a los titulares de bienes y 
derechos afectados que sean desconocidos y a aquellos 
de los que se ignore su paradero.

A dicho acto deberán comparecer los titulares de bie-
nes, concesiones y demás derechos que se expropian 
personalmente o representados por persona debidamente 
autorizada, aportando los documentos acreditativos de su 
titularidad, y el último recibo del Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles, pudiendo hacerse acompañar, a su costa, de 
Peritos y Notario.

Conforme establece el art. 56.2 del Reglamento de 
Expropiación Forzosa y demás legislación aplicable, 
hasta el momento en que se proceda al levantamiento de 
las citadas actas previas a la ocupación, los interesados 
podrán formular alegaciones por escrito ante esta Demar-
cación de Carreteras (C/ Vargas, 53, 9.ª planta, 39071, 
Santander).

Los planos parcelarios y la relación de interesados y 
bienes afectados podrán ser consultados en las dependen-
cias antes citadas.

Santander, 13 de marzo de 2008.–El Jefe de la Demar-
cación, Vicente Revilla Durá. 

 15.939/08. Anuncio de notificación de la Subdi-
rección General de Inspección de los Transportes 
por Carretera de resoluciones de expedientes 
sancionadores, expediente IC-014/2007 y otros.

Al no haberse podido practicar la notificación personal 
a los interesados, conforme dispone el artículo 59.5 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y en aplicación de los dispuesto en el 
mismo artículo, deben publicarse a efectos de notificación 
las resoluciones de expedientes sancionadores.

Contra las presentes resoluciones, cabe interponer re-
curso de alzada ante el Secretario General de Transpor-
tes, dentro del plazo de un mes a contar desde el día si-
guiente a la fecha de esta notificación de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 114 de la citada Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre.

En caso de no interponer recurso de alzada, las sancio-
nes deberán hacerse efectivas dentro de los quince días 
hábiles siguientes a la presente notificación mediante in-
greso o transferencia al BBVA, sucursal del Paseo de la 
Castellana número 67 (Madrid) y cuyos datos son: 0182 
9002 42 0200000470. Transcurrido el plazo sin haber 
sido satisfecho el importe de las sanciones se enviarán las 
deudas a recaudación en vía ejecutiva.

Número de expediente: IC-0014/07. Sancionado: 
«Callao Llambrich Jaime». NIF: 77881777M. Precepto 
infringido: Artículo 140.1.9 Ley 16/1987, de 30 de julio 
de Ordenación de los Transportes Terrestres. Hecho san-
cionado: Prestar un servicio de transporte sin disponer de 
autorización. Cuantía de la sanción: 4.601 euros.

Número de expediente: IC-0216/07. Sancionado: «K.L 
Gente en Movimiento, Sociedad Limitada». NIF: 
B84277821. Precepto infringido: Artículo 140.1.9 Ley 16/
1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes Te-
rrestres. Hecho sancionado: Realizar servicio de transporte 
con el vehículo pesado matricula 2930-BPX sin poseer el 
preceptivo título. Cuantía de la sanción: 6.001 euros.

Número de expediente: IC-0237/07. Sancionado: 
«Isaman D F C, Sociedad Limitada». NIF: B81545949. 
Precepto infringido: Artículo 140.1.9 Ley 16/1987, de 30 
de julio de Ordenación de los Transportes Terrestres. 
Hecho sancionado: Realizar servicio de transporte con el 
vehículo pesado matrícula 5282-BXH sin poseer el pre-
ceptivo título. Cuantía de la sanción: 6.001 euros.

Número de expediente: IC-0240/07. Sancionado: 
«Isaman D F C, Sociedad Limitada». NIF: B81545949. 
Precepto infringido: Artículo 140.1.9 Ley 16/1987, de 30 
de julio de Ordenación de los Transportes Terrestres. 
Hecho sancionado: Realizar servicio de transporte con el 
vehículo pesado matrícula 5282-BXH sin poseer el pre-
ceptivo título. Cuantía de la sanción: 6.001 euros.

Número de expediente: IC-0242/07. Sancionado: 
«Isaman D F C, Sociedad Limitada». NIF: B81545949. 
Precepto infringido: Artículo 140.1.9 Ley 16/1987, de 30 
de julio de Ordenación de los Transportes Terrestres. 
Hecho sancionado: Realizar servicio de transporte con el 
vehículo pesado matrícula 2537-BWG careciendo del 
preceptivo título.Cuantía de la sanción: 6.001 euros.

Número de expediente: IC-0243/07. Sancionado: 
«Isaman D F C, Sociedad Limitada». NIF: B81545949. 
Precepto infringido: Artículo 140.1.9 Ley 16/1987, de 30 
de julio de Ordenación de los Transportes Terrestres. 
Hecho sancionado: Realizar servicio de transporte con el 
vehículo pesado matrícula 2537-BWG. Cuantía de la 
sanción: 6.001 euros.

Número de expediente: IC-0244/07. Sancionado: 
«Isaman D F C, Sociedad Limitada». NIF: B81545949. 
Precepto infringido: Artículo 140.1.9 Ley 16/1987, de 30 
de julio de Ordenación de los Transportes Terrestres. 
Hecho sancionado: Realizar servicio de transporte con el 
vehículo pesado matrícula 2537-BWG. Cuantía de la 
sanción: 6.001 euros.

Número de expediente: IC-0249/07. Sancionado: 
«Isaman D F C, Sociedad Limitada». NIF: B81545949. 
Precepto infringido: Artículo 140.1.9 Ley 16/1987, de 30 
de julio de Ordenación de los Transportes Terrestres. 
Hecho sancionado: Realizar servicio de transporte con el 
vehículo pesado matrícula 5282-BXH. Cuantía de la 
sanción: 6.001 euros.

Número de expediente: IC-0255/07. Sancionado: 
«García Alcantud Federico». NIF: 05117640W. Precepto 
infringido: Artículo 140.25.21 Ley 16/1987, de 30 de 
julio de Ordenación de los Transportes Terrestres. Hecho 

sancionado: Carecer de Consejero de Seguridad. Cuantía 
de la sanción: 2.001 euros.

Número de expediente: IC-0259/07. Sancionado: «Es la 
Venta, Sociedad Limitada». NIF: B02004828. Precepto in-
fringido: Artículo 140.25.21 en relación con el Artículo 
140.1.9 Ley 16/1987, de 30 de julio de Ordenación de los 
Transportes Terrestres. Hecho sancionado: Carecer de Con-
sejero de Seguridad. Cuantía de la sanción: 2.001 euros.

Número de expediente: IC-0323/07. Sancionado: 
«Transbascu, Sociedad Limitada Unipersonal». NIF: 
B06439145. Precepto infringido: Artículo 140.1.9, Ley 16/
1987, de 30 de julio de Ordenación de los Transportes Te-
rrestres. Hecho sancionado: Realizar servicio de transporte 
con el vehículo pesado matrícula BA-9773-AB sin poseer el 
preceptivo título. Cuantía de la sanción: 6.001 euros.

Número de expediente: IC-0340/07. Sancionado: 
«San Roque, Sociedad Limitada». NIF: B45009271. 
Precepto infringido: Artículo 140.25.21 Ley 16/1987, de 
30 de julio de Ordenación de los Transportes Terrestres. 
Hecho sancionado: Carecer de Consejero de Seguridad. 
Cuantía de la sanción: 2.001 euros.

Número de expediente: IC-0663/07. Sancionado: 
«Taver Europ., Sociedad Limitada». NIF: B96814686. 
Precepto infringido: Artículo 140.1.9 Ley 16/1987, de 30 
de julio de Ordenación de los Transportes Terrestres. 
Hecho sancionado: Realizar servicio de transporte con el 
vehículo pesado matrícula V-6309-GG sin poseer el pre-
ceptivo título. Cuantía de la sanción: 6.001 euros.

Número de expediente: IC-0841/07 Sancionado: «Fe-
lix Carlos Bueno Sánchez». NIF: 12720720H. Precepto 
infringido: Artículo 140.6 Ley 16/1987, de 30 de julio de 
Ordenación de los Transportes Terrestres. Hecho sancio-
nado: Obstrucción a la labor inspectora. Cuantía de la 
sanción: 4.601 euros.

Número de expediente: IC-01220/07. Sancionado: 
«Levante, Sociedad Limitada Almofresh». NIF: 
B53793683. Precepto infringido: Artículo 140.1.9 Ley 
16/1987, de 30 de julio de Ordenación de los Transportes 
Terrestres. Hecho sancionado: Realizar función de Ope-
radora de Transportes careciendo del preceptivo título. 
Cuantía de la sanción: 4.601 euros.

Número de expediente: IC-01221/07. Sancionado: 
«Levante Sociedad Limitada Almofresh». NIF: 
B53793683. Precepto infringido: Artículo 140.1.9 Ley 
16/1987, de 30 de julio de Ordenación de los Transportes 
Terrestres. Hecho sancionado: Realizar función de Ope-
radora de Transporte careciendo del preceptivo título. 
Cuantía de la sanción: 4.601 euros.

Número de expediente: IC-01222/07. Sancionado: 
«Levante Sociedad Limitada Almofresh». NIF: 
B53793683. Precepto infringido: Artículo 140.1.9 Ley 
16/1987, de 30 de julio de Ordenación de los Transportes 
Terrestres. Hecho denunciado: Realizar función de Ope-
radora de Transporte careciendo del preceptivo título. 
Cuantía de la sanción: 4.601 euros.

Número de expediente: IC-01223/07. Sancionado: 
«Levante Sociedad Limitada Almofresh». NIF: 
B53793683. Precepto infringido: Artículo 140.1.9 Ley 
16/1987, de 30 de julio de Ordenación de los Transportes 
Terrestres. Hecho denunciado: Realizar función de Ope-
radora de Transporte careciendo del preceptivo título. 
Cuantía de la sanción: 4.601 euros.

Número de expediente: IC-01224/07. Sancionado: 
«Levante, Sociedad Limitada Almofresh». NIF: 
B53793683. Precepto infringido: Artículo 140.1.9 Ley 
16/1987, de 30 de julio de Ordenación de los Transportes 
Terrestres. Hecho denunciado: Realizar función de Ope-
radora de Transporte careciendo del preceptivo título. 
Cuantía de la sanción: 4.601 euros.

Número de expediente: IC-01232/07. Sancionado: 
«Jorge Trans, Sociedad Limitada». NIF: B03758943. 
Precepto infringido: Artículo 141.27 Ley 16/1987, de 30 
de julio de Ordenación de los Transportes Terrestres. 
Hecho denunciado: Contratar la realización de un trans-
porte con intermediario no autorizado. Cuantía de la 
sanción: 401 euros.

Número de expediente: IC-01235/07. Sancionado: 
«Jorge Trans, Sociedad Limitada». NIF: B03758943. 
Precepto infringido: Artículo 141.27 Ley 16/1987, de 30 
de julio de Ordenación de los Transportes Terrestres. 
Hecho denunciado: Contratar la realización de un trans-
porte con intermediario no autorizado. Cuantía de la 
sanción: 401 euros.

Número de expediente: IC-01244/07. Sancionado: 
«Jorge Trans, Sociedad Limitada». NIF: B03758943. 
Precepto infringido: Artículo 141.27 Ley 16/1987, de 30 


